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	Motivo: Hábeas Corpus.

	Recurrente: Epifanía  Baltazara Fernández Ríos.

	Recurrido: Dirección General de Migración.

	Objeto del recurso: El recurrente reclama detención e inminente deportación .

	Respuesta del recurrido: La autoridad respectiva informa que el recurrente se encuentra ilegalmente en el país, pues ingresó con tarjeta de turista, válida para permanecer en Costa Rica por treinta días, la cual venció el treinta de setiembre del corriente año, sin que en el pasaporte conste ninguna autorización para prolongar su estadía, ni haya realizado gestiones para regularizar su situación migratoria; que, además, el cuatro de noviembre el Ministerio de Gobernación recibió una nota del señor Carlos Rojas, en que se señala al señor Shipp como fugitivo de la cárcel del Estado de Oregon; que con fundamento en esa nota, el Jefe de Oficiales de Migración solicitó a la Dirección de Inteligencia y Seguridad la investigación respectiva, y luego se puso al señor Ship a la orden de Migración, con la recomendación de que sea deportado a la mayor brevedad posible, por tener antecedentes delictivos en su país de origen.

	Parte dispositiva
	Se dispuso declarar sin lugar, por cuanto a pesar de que lo cierto es que no se ha presentado ninguna solicitud para extraditar al tutelado; de manera que, en esas condiciones, la llamada "deportación" que mencionan las autoridades administrativas, no puede basarse en motivos de ese género, por otro lado la condición migratoria del señor Shipp no le da derecho  para permanecer en territorio costarricense, pues no consta en su pasaporte, ni en ningún  otro elemento probatorio, que se le concediera una nueva autorización con posterioridad a la fecha de su último ingreso, ocurrido el treinta de agosto del corriente año. Por lo tanto, al no existir autorización eficaz que le permita al señor Shipp continuar por más tiempo en el territorio nacional, su estadía resulta ilegal, y bien han podido las autoridades de Migración proceder a detenerlo  para su expulsión inmediata, pues en estos casos no está de por medio ningún derecho de permanencia o residencia que requiera ser cancelado previamente. El Magistrado Coto se pronunció, además, por advertir a la Dirección General de Migración y Extranjería que el señor Shipp no debe ser expulsado hacia los Estados Unidos de Norteamérica, si fuere verdad que las autoridades de ese país lo reclaman para someterlo a juicio o reducirlo a prisión pues en al supuesto se produciría una forma de extradición irregular o "disfrazada", como se usa denominarla en la doctrina.


Nº 106
SesióN oRDINARIA de Corte Plena celebrada a las trece horas y treinta minutos del dos de diciembre de mil novecientos ochenta y cinco, con asistencia inicial de los Magistrados Odio, (Presidente); Coto, Cervantes, Vallejo, Arias, Fernández, Cob, Benavides, Saborío, Guzmán, Ramírez y el Suplente Argüello Villalobos, quien sustituye al Magistrado Mora por permiso sin goce de sueldo.
Artículo III
De previo a resolver el recurso de hábeas corpus interpuesto en favor de Roy Gene Shipp, se dispuso solicitar al Departamento de Migración y Extranjería, ad effetum videndi, el expediente administrativo que esa oficina en relación a esa persona.
Nº 107

SesióN EXTRAoRDINARIA de Corte Plena celebrada a las diez horas y treinta minutos del cuatro de diciembre de mil novecientos ochenta y cinco, con asistencia inicial de los Magistrados Odio, (Presidente); Coto, Arroyo, Cervantes, Vallejo, Chacón, Arias, Cob, Carvajal, Saborío, Guzmán, Ramírez y del Suplente Argüello Villalobos, que sustituye por permiso sin goce de sueldo al Magistrado Mora.

Artículo I

En escrito de fecha veintiséis  de noviembre último, la señora Epifanía  Baltazara Fernández Ríos interpone un recurso de hábeas corpus en favor de su esposo Roy Gene Shipp, de nacionalidad estadounidense, de quien afirma haber sido detenido a la once horas del día anterior, en las oficinas de Migración, cuando ambos visitaban esa dependencia con el objeto de retirar el pasaporte de aquel.

Manifiesta la señora Fernández, que el señor Shipp fue detenido por funcionarios de la Dirección General de Migración sin explicación alguna; que una vez practicada la detención, su esposo fue llevado a la Dirección de Inteligencia y Seguridad, y luego se le condujo a la Policía Metropolitana, donde aún permanece, por más de veinticuatro horas, lo cual violenta el artículo 37 de la Constitución Política.

Sobre el motivo de la detención, el Jefe de Operaciones de la Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional, el señor Enrique González Ch., informa lo siguiente: Que el señor Enrique Shipp fue detenido y pasado a la orden de esa Dirección, pues se hallaba bajo investigación, por tener cuentas pendientes con la Justicia del Estado de Oregon, Estados Unidos de América, conforme consta en el "Télex" cuya copia acompaña, en donde se manifiesta que el mencionado señor se escapó de la cárcel de aquel Estado; que en virtud de haberse determinado esos antecedentes y por su permanencia ilegal en el país, sse le remitió luego al Departamento de Migración, con recomendación de que se "deportado".
A su vez el Director General de Migración y Extranjería, licenciado Daniel León Núñez, informó lo siguiente: Que de acuerdo con los archivos de esa dependencia, el señor Roy Gene Shipp se encuentra ilegalmente en el país, pues ingresó con tarjeta de turista, válida para permanecer en Costa Rica por treinta días, la cual venció el treinta de setiembre del corriente año, sin que en el pasaporte conste ninguna autorización para prolongar su estadía, ni haya realizado gestiones para regularizar su situación migratoria; que, además, el cuatro de noviembre el Ministerio de Gobernación recibió una nota del señor Carlos Rojas, en que se señala al señor Shipp como fugitivo de la cárcel del Estado de Oregon; que con fundamento en esa nota, el Jefe de Oficiales de Migración solicitó a la Dirección de Inteligencia y Seguridad la investigación respectiva, y luego se puso al señor Ship a la orden de Migración, con la recomendación de que sea deportado a la mayor brevedad posible, por tener antecedentes delictivos en su país de origen; que la Dirección inició el procedimiento de deportación, a fin de que se produzca a la mayor brevedad.

La recurrente señora Fernández Ríos, en escritos posteriores, amplió los fundamentos del recurso, y alegó, en resumen, lo siguiente: Que las afirmaciones del señor Carlos Rojas no están demostradas con documentos u otras pruebas idóneas; que en la carta enviada por dicho señor no se consigna el segundo apellido de éste ni su cédula de identidad; que el señor Shipp se encuentra legalmente en el país, pues podría permanecer hasta el treinta de setiembre de este año, y en su pasaporte consta que obtuvo una autorización de permanencia por dos meses más, al cancelar los derechos migratorios correspondientes; que según el informe de la Dirección de Inteligencia y Seguridad, su esposo es prófugo de la Justicia; que el fundamento de esa afirmación es un cable que envía la "Interpol" de Washington; que con la lectura de ese documento se observa que "no se quiere la extradición" sino que se busca su deportación a los Estados Unidos; que de conformidad con el ordenamiento jurídico costarricense, existen dos formas para obligar a un extranjero a abandonar el país, una la extradición, regulada en el artículo 31 párrafo segundo de la Constitución, y otra la expulsión, que no está regulada por la ley correspondiente; que en el eventual caso de que su esposo tuviera alguna "cuenta" pendiente con la justicia de los Estados Unidos, lo que corresponde es que ese país gestiones la extradición, pero ese mecanismo no ha sido gestionado por la Embajada de los Estados Unidos; que el señor Shipp ha hecho gestiones para que se le conceda un permiso temporal de residencia, según consta en escrito de veintiocho de noviembre último, del cual acompaña fotocopia, que el propósito de su esposo es obtener la residencia permanente en Costa Rica, por razones de reunión familiar.

Dijo finalmente la señora Fernández que "en vista de que su esposo no es requerido por la Justicia de los Estados Unidos mediante el procedimiento de extradición, no se dan los supuestos para "deportarlo", ya que la Oficina de Migración no tiene facultades para ese acto, ni se está dentro de lo previsto por el artículo 39 del Decreto Ejecutivo N° 4 de 26 de abril de 1942.".

Esta Corte, en sesión celebrada el dos del corriente mes de diciembre, dispuso solicitar el expediente administrativo a la Dirección General de Migración y Extranjería, del cual se obtuvieron copias fotostáticas que están agregadas a los autos, inclusive del pasaporte del señor Shipp.

Previa deliberación, se resolvió: Declarar sin lugar, de acuerdo a las siguientes razones:

1.- Es obvio que el señor Shipp no podría ser privado de su libertad para los fines de una posible extradición, ya que, si en realidad existiera en su contra una sentencia condenatoria o un proceso pendiente ante las autoridades judiciales de Oregon, Estados Unidos de América, lo cierto es que no se ha presentado ninguna solicitud para extraditarlo; de manera que, en esas condiciones, la llamada "deportación" que mencionan las autoridades administrativas, no puede basarse en motivos de ese género.

II.- Sin embargo, la condición migratoria del señor Shipp no le da derecho  para permanecer en territorio costarricense, pues no consta en su pasaporte, ni en ningún  otro elemento probatorio, que se le concediera una nueva autorización con posterioridad a la fecha de su último ingreso, ocurrido el treinta de agosto del corriente año. Es verdad que en el pasaporte aparecen cancelados cuatro timbres fiscales de cien colones y un timbre policial por la misma suma, que corresponden, según se dice en una leyenda manuscrita, al pago de "los derechos atrasados". Esa constancia es de fecha veinticinco de noviembre del corriente año; pero no hay ninguna firma que la respalde, ni tampoco el simple pago de los derechos puede legitimar la permanencia de un extranjero, si ya transcurrió el plazo de la visa y si ésta no ha sido revocada por las autoridades competentes.

III.- El reglamento que cita la recurrente, N° 4 de 26 de abril de 1942, fue derogado por el Reglamento General de Visas N° 12903 de 4 de agosto de 1981, en cuanto se le oponga o resulte incompatible con su aplicación. El artículo 22 de ese último Reglamento dispone que "La visa de turista otroga derecho al titular del pasaporte o documento de viaje para permanecer en el país por un término no mayor de treinta días a partir de la fecha de ingreso". Ese mismo artículo contempla la posibilidad de obtener prórrogas, si lo pidiere el turista a la Dirección General de Migración; y el artículo 23 agrega:

"Queda prohibido a los turistas dedicarse a actividades lucrativas o remuneradas y permanecer en el territorio nacional una vez vencido el plazo que concede la visa"
IV.- Por lo tanto, al no existir autorización eficaz que le permita al señor Shipp continuar por más tiempo en el territorio nacional, su estadía resulta ilegal, y bien han podido las autoridades de Migración proceder a detenerlo  para su expulsión inmediata, pues en estos casos no está de por medio ningún derecho de permanencia o residencia que requiera ser cancelado previamente.

Esta Corte ha resuelto repetidas veces que la detención constituye el medio físico para asegurar la expulsión; de manera que, al no ser ilegítima la orden de expulsión, que las autoridades administrativas denominan "deportación", tampoco puede tenerse por contraria al artículo 37 de la Constitución Política la privación de la libertad, y por ello el hábeas corpus debe declarase sin lugar.

Así se resolvió con el voto unánime de los Magistrados presentes: Odio, Coto, Arroyo, Cervantes, Vallejo, Chacón, Arias, Cob, Carvajal, Saborío, Guzmán y Ramírez y del Magistrado Suplente licenciado Dubilio Argüello Villalobos.

El Magistrado Coto se pronunció, además, por advertir a la Dirección General de Migración y Extranjería que el señor Shipp no debe ser expulsado hacia los Estados Unidos de Norteamérica, si fuere verdad que las autoridades de ese país lo reclaman para someterlo a juicio o reducirlo a prisión pues en al supuesto se produciría una forma de extradición irregular o "disfrazada", como se usa denominarla en la doctrina. Es necesario hacer hincapié, en tesis general, que el expulsado tiene derecho a dirigirse a cualquier país que lo admita , a su libre elección. 
